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RECURSO 98/2022  
RESOLUCIÓN 126/2022 
 
Resolución 126/2022, de 25 de agosto, del Tribunal 
Administrativo de Recursos Contractuales de Castilla y León, por la 
que se desestima el recurso especial en materia de contratación 
interpuesto por OHL Servicios Ingesan, S.A., contra la Resolución 
de la Secretaría General de la Consejería de Economía y Hacienda, 
por la que se aprueba el expediente, el gasto y se adjudica el 
contrato para el “servicio de limpieza de edificios dependientes de 
la Delegación Territorial de la Junta de Castilla y León en la 
provincia de Zamora”, expediente nº D2022/006456. 

 
 

I 
ANTECEDENTES 

 
Primero.- Por Orden de 4 de mayo de 2022 de la Consejería de 

Economía y Hacienda, se inició la contratación del servicio descrito, de 
acuerdo con lo dispuesto en el Decreto 4/2020, de 4 de junio, por el que se 
regula la adquisición centralizada de bienes y servicios en la Administración 
de la Comunidad de Castilla y León; y la Orden HAC/895/2010, de 18 de 
junio, modificada por la Orden HAC/108/2011, de 14 de febrero, por la que 
se declaran de adquisición centralizada los servicios de limpieza de los 
bienes inmuebles utilizados por la Administración de la Comunidad de 
Castilla y León. 

 
El valor estimado del contrato es de 1.165.409,42 euros. 
 
Segundo.- Mediante escrito de 5 de mayo de 2022, la Consejería de 

Economía y Hacienda remitió carta de invitación a las empresas que han 
suscrito el Acuerdo Marco para la homologación de los servicios de limpieza 
a prestar en los bienes inmuebles utilizados por la Administración de la 
Comunidad de Castilla y León y Entidades Adheridas, de conformidad con lo 
establecido en la cláusula 33 del pliego de cláusulas administrativas 
particulares. 
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Tercero.- Finalizado el plazo establecido en el citado escrito de 
invitación presentan oferta 9 licitadores entre los que se encuentra la 
mercantil recurrente. 

 
Cuarto.- Por Resolución de la Secretaría General de la Consejería de 

Economía y Hacienda, de 21 de junio de 2022, se aprueba el expediente, el 
gasto y se adjudica el contrato para el “servicio de limpieza de edificios 
dependientes de la Delegación Territorial de la Junta de Castilla y León en 
la provincia de Zamora” a la licitadora Fissa Finalidad Social, S.L. 

 
Quinto.- El 13 de julio de 2022 D. yyy, en nombre y representación 

de OHL Servicios-Ingesan, S.A., interpone recurso especial en materia de 
contratación contra la expresada Resolución de la Secretaría General de la 
Consejería de Economía y Hacienda, de 21 de junio de 2022, por la que se 
adjudica el contrato para el “servicio de limpieza de edificios dependientes 
de la Delegación Territorial de la Junta de Castilla y León en la provincia de 
Zamora”. 
 

Sexto.- Se han recibido en el Tribunal el expediente y el informe del 
órgano de contratación de 19 de julio de 2022, en el que se opone a la 
estimación del recurso. 

 
Séptimo.- El 19 de julio de 2022 se confirió traslado del recurso a 

los licitadores a fin de que pudieran formular las alegaciones que estimasen 
convenientes a su derecho.  

 
El 26 de julio de 2022 la mercantil adjudicataria presentó escrito de 

alegaciones el que, por las consideraciones que expone, solicita la 
desestimación del recurso. 

 
 

II 
FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 
1º.- La competencia para resolver el presente recurso corresponde al 

Tribunal Administrativo de Recursos Contractuales de Castilla y León, en 
virtud de lo dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 9/2017, de 8 de 
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noviembre, de Contratos del Sector Público (en adelante LCSP) y en el 
artículo 59 de la Ley 1/2012, de 28 de febrero, de Medidas Tributarias, 
Administrativas y Financieras. 
 

2º.- El recurso se ha interpuesto frente al acuerdo de adjudicación 
de un contrato de servicios cuyo valor estimado (1.165.409,42 euros) es 
superior a 100.000 euros, susceptible, por tanto, de recurso especial en 
materia de contratación, conforme a lo dispuesto en el artículo 44.1.a) y 
2.c) de la LCSP.  

 
La resolución del presente recurso pasa por examinar, con carácter 

previo al examen del fondo del asunto, si se han cumplido, o no, las 
prescripciones del plazo establecidas en el artículo 50 de la LCSP, y, por 
ende, si ha de acordarse o no la inadmisibilidad por extemporaneidad del 
recurso conforme al artículo 55.1 d) de la citada LCSP: 

 
El artículo 50.1 d) de la LCSP establece:  

“El procedimiento de recurso se iniciará mediante escrito que deberá 
presentarse en el plazo de quince días hábiles. Dicho plazo se computará: 

»d) Cuando se interponga contra la adjudicación del contrato el 
cómputo se iniciará a partir del día siguiente a aquel en que se haya 
notificado esta de conformidad con lo dispuesto en la disposición adicional 
decimoquinta a los candidatos o licitadores que hubieran sido admitidos en 
el procedimiento”. 

Por su parte, la Disposición Adicional decimoquinta de la LCSP, en lo 
que ahora interesa, establece lo siguiente:  

“1. Las notificaciones a las que se refiere la presente Ley se podrán 
realizar mediante dirección electrónica habilitada o mediante comparecencia 
electrónica. Los plazos a contar desde la notificación se computarán desde 
la fecha de envío de la misma o del aviso de notificación, si fuera mediante 
comparecencia electrónica, siempre que el acto objeto de notificación se 
haya publicado el mismo día en el Perfil de contratante del órgano de 
contratación. En caso contrario los plazos se computarán desde la recepción 
de la notificación por el interesado.  
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»No obstante lo anterior, el requisito de publicidad en el perfil de 
contratante no resultará aplicable a las notificaciones practicadas con 
motivo del procedimiento de recurso especial por los órganos competentes 
para su resolución computando los plazos desde la fecha de envío de la 
misma o del aviso de notificación, si fuera mediante comparecencia 
electrónica.  

»2. La tramitación de los procedimientos de adjudicación de 
contratos regulados en la presente Ley conllevará la práctica de las 
notificaciones y comunicaciones derivadas de los mismos por medios 
exclusivamente electrónicos.  

»No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, podrá utilizarse la 
comunicación oral para comunicaciones distintas de las relativas a los 
elementos esenciales de un procedimiento de contratación, siempre que el 
contenido de la comunicación oral esté suficientemente documentado. A 
este respecto, los elementos esenciales de un procedimiento de 
contratación incluyen: los pliegos de la contratación, las solicitudes de 
participación y las ofertas. En particular, las comunicaciones orales con los 
licitadores que puedan incidir sustancialmente en el contenido y la 
evaluación de las ofertas estarán documentadas de modo suficiente y a 
través de los medios adecuados, tales como los archivos o resúmenes 
escritos o sonoros de los principales elementos de la comunicación”.  

Finalmente, respecto a la relación entre la LCSP y la Ley 39/2015, de 
1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas (LPAC), la Disposición Final cuarta, apartado 1 de 
la LCSPA establece: “Los procedimientos regulados en esta Ley se regirán, 
en primer término, por los preceptos contenidos en ella y en sus normas de 
desarrollo y, subsidiariamente, por los establecidos en la Ley 39/2015, de 1 
de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas, y en sus normas complementarias.” 

En este sentido, el 30.6 de la LPAC dispone “Cuando un día fuese 
hábil en el municipio o Comunidad Autónoma en que residiese el 
interesado, e inhábil en la sede del órgano administrativo, o a la inversa, se 
considerará inhábil en todo caso.” 
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El artículo 30.7 de la LPAC establece “La Administración General del 
Estado y las Administraciones de las Comunidades Autónomas, con sujeción 
al calendario laboral oficial, fijarán, en su respectivo ámbito, el calendario 
de días inhábiles a efectos de cómputos de plazos. El calendario aprobado 
por las Comunidades Autónomas comprenderá los días inhábiles de las 
Entidades Locales correspondientes a su ámbito territorial, a las que será de 
aplicación. 

»Dicho calendario deberá publicarse antes del comienzo de cada año 
en el diario oficial que corresponda, así como en otros medios de difusión 
que garanticen su conocimiento generalizado”. 

El artículo 31.3 de la LPAC manifiesta: “La sede electrónica del 
registro de cada Administración Pública u Organismo, determinará, 
atendiendo al ámbito territorial en el que ejerce sus competencias el titular 
de aquélla y al calendario previsto en el artículo 30.7, los días que se 
considerarán inhábiles a los efectos previstos en este artículo. Este será el 
único calendario de días inhábiles que se aplicará a efectos del cómputo de 
plazos en los registros electrónicos, sin que resulte de aplicación a los 
mismos lo dispuesto en el artículo 30.6”. 

La mercantil recurrente tiene su domicilio social en el municipio de 
Madrid y figura inscrita en el Registro Mercantil de Madrid. 

Por otro lado, en la sede electrónica de este Tribunal 
(https://consejoconsultivocastillayleon.sedelectronica.es/calendar.3) figura 
el 29 de junio como día inhábil. 

Consta en el expediente administrativo que la Resolución de la 
Secretaria General de la Consejería de Economía y Hacienda, por la que se 
aprueba el expediente, el gasto y se adjudica el contrato para el “servicio 
de limpieza de edificios dependientes de la Delegación Territorial de la 
Junta de Castilla y León en la provincia de Zamora” fue publicada en la 
Plataforma de Contratación del Sector Público el 21 de junio de 2022, a las 
16:24 horas, por lo que, de acuerdo con la regla transcrita, el último día 
para presentar el recurso contra los mismos era el 13 de julio de 2022. 
Habiéndose presentado el 13 de julio de 2022 el recurso no puede 
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considerarse extemporáneo y procede, por tanto, su admisión por este 
motivo. 

 
Finalmente, se acredita en el expediente la legitimación de la 

recurrente para interponer recurso especial y su representación, de 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 48 de la LCSP.  
 

3º.- A la vista de la pretensión articulada, la solución del recurso exige 
determinar si la oferta presentada por la entidad adjudicataria debe ser 
excluida por incumplir el modelo de oferta económica. 

 
La mercantil recurrente afirma que la adjudicataria “consigna en el 

apartado segundo del modelo del Anexo nº 5A la cantidad de -0,02%, en 
lugar de incluir en dicha casilla, como exige el modelo de proposición 
económica, el coste de personal de 971.579,34 euros que figura en la 
página 6 de la memoria económica, que contiene el presupuesto base de 
licitación”. Añade que “FISSA no incluyó cantidad alguna en el apartado 
tercero del Anexo nº 5A de la oferta económica en su subapartado a) oferta 
de margen operativo (porcentaje), cuando en puridad sería un margen 
negativo del -0,02%”. 

 
Finalmente, la recurrente dispone que la adjudicataria “no hace 

referencia en el Anexo Nº 5A al apartado d) Servicios complementarios, 
donde se deben indicar el coste de la bolsa de horas y de la DDD 
(Desratizaciones, Desinsectaciones y Desinfecciones). El tema de la bolsa 
de horas sí se indica en un documento aparte porque es uno de los criterios 
de adjudicación, aunque debió incluirse también en este Anexo”. 

 
Por los motivos expuestos, solicita la exclusión de la licitadora 

adjudicataria por incumplir el modelo de proposición económica. 
 
Por su parte, el informe del órgano de contratación manifiesta que “la 

oferta de la adjudicataria no incurrió en un error o desviación respecto de lo 
formalmente exigido que impida conocer claramente sus términos o la 
hagan inviable”. 
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Expuestas las posiciones de las partes, con carácter previo, el artículo 
33.2 del PCAP que rige el expresado Acuerdo Marco establece que “La 
oferta vinculante será cumplimentada por el contratista, de acuerdo con el 
modelo correspondiente del anexo n.º 5A, siguiendo las instrucciones 
recogidas en el anexo n.º 5B de este pliego, modelo que se encontrará 
disponible en el perfil de contratante. El contratista adjuntará una 
descripción de la metodología que propone para realizar la prestación”. 

 
La mercantil adjudicataria, solicitada petición de oferta vinculante (en 

adelante POV), presenta el Anexo nº 5 A de oferta económica (documento 
62 expediente administrativo). 

 
El apartado segundo del citado documento dispone “Que en la petición 

de oferta vinculante (POV) para este expediente se han consignado unos 
costes de personal sobre los que se aplicarán el margen operativo objeto de 
esta oferta de (2)”. La mercantil adjudicataria en lugar de señalar en este 
apartado los costes de personal, de forma errónea, señala el margen 
operativo (-0.02%) que debería haber señalado en la letra a) del apartado 
tercero del Anexo nº 5 de oferta económica. 

 
Por tanto, es cierto, en los términos que sostiene la recurrente, que la 

adjudicataria cometió un error y señaló en el apartado destinado a los 
costes del personal el margen operativo. Sin embargo, en el apartado 
tercero letra b) del citado Anexo nº 5 A, aportado por la adjudicataria, 
figura expresamente como costes de personal consignados en la POV (2) 
971.579,34 euros. 

 
La cláusula 33.6 del PCAP que rige el mencionado Acuerdo Marco 

dispone: 
 
“No se aceptarán aquellas proposiciones que contengan omisiones, 

errores o imprecisiones que impidan conocer claramente lo que la 
Administración estime objetivamente fundamental para considerar la oferta. 
Si alguna proposición no guardase concordancia con la documentación 
examinada y admitida, excediese del precio base de licitación de los 
servicios, variase sustancialmente el modelo establecido, comportase error 
manifiesto en el importe de la proposición, y aún si existiese reconocimiento 
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por parte del licitador de que la oferta adolece de error o inconsistencia, 
procedería la exclusión si éstos hicieran inviable la proposición, en cuyo 
caso será desechada por el órgano de contratación. Este requisito de la 
inviabilidad es de carácter objetivo, no dependiendo, por tanto, de la mera 
voluntad del licitador y debe ser libremente apreciado por el órgano de 
contratación sin que sea causa bastante para el rechazo el cambio u 
omisión de algunas palabras del modelo si ello no altera su sentido. El 
modelo de presentación de oferta, (ANEXO Nº 5A), estará disponible junto 
con los pliegos de prescripciones técnicas y de cláusulas administrativas, en 
el perfil de contratante de la Consejería de Economía y Hacienda alojado en 
la PLACSP”. 

 
Por tanto, no cualquier error o separación del modelo de la oferta 

económica da lugar automáticamente a la exclusión del licitador, sino que, 
es necesario que el expresado error o desviación impida conocer con 
claridad la oferta o resulte inviable. 

 
En el presente supuesto, a pesar del error cometido, aparece 

acreditado, de forma notoria, que el órgano de contratación conoció en 
todo momento los costes de personal y el margen operativo ofertado por la 
adjudicataria (a pesar de no consignarse en el apartado adecuado). El 
informe del órgano de contratación reconoce expresamente este extremo 
“la empresa es conocedora claramente de los costes de personal 
establecidos por la Administración, porque así los señala correctamente en 
la letra “b” del apartado tercero, como se puede observar en la imagen 
anterior, y del % del margen operativo a aplicar que oferta, si bien no lo 
indicara en el apartado establecido para ello. Consecuentemente, la 
Administración conoce con precisión la oferta económica de la empresa”. 

 
En cuanto a la viabilidad de la oferta, la adjudicataria ofertó unos costes 

salariales inferiores a los fijados en la POV. El citado documento no 
establece que el importe de los costes de personal incluidos en el desglose 
del presupuesto de licitación sea de carácter obligatorio para los licitadores. 
Sin embargo, la cláusula 30.1.4. del citado Acuerdo Marco determina, en 
relación con la presunción de anormalidad de la oferta, lo siguiente: 
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“En todo caso, los órganos de contratación considerarán la oferta 
anormalmente baja siempre que sea inferior a los costes salariales 
dispuestos en los convenios colectivos sectoriales vigentes o en los de 
aplicación si fueran superiores. 

 
 » En la documentación remitida junto a las invitaciones, el órgano de 

contratación determinará, en su caso, otros parámetros objetivos que 
permitan identificar los casos en que una oferta pueda encontrarse en 
situación de presunción de anormalidad”. 

 
La expresada rebaja de los costes laborales efectuada por la 

adjudicataria motivó que el órgano de contratación considerara la oferta 
anormalmente baja por lo que se requirió su justificación (documento 69). 

 
El informe de la Secretaría General de la Consejería de Economía y 

Hacienda de 21 de junio de 2022 (documento 79), tras la aportación de la 
documentación requerida por la adjudicataria, concluye: 

 
“Como resultado final, se obtiene una oferta antes de IVA de 

971.385,02 euros, igual a la consignada en el ANEXO Nº 5 A OFERTA 
ECONÓMICA presentado por FISSA FINALIDAD SOCIAL.  

 
» (…) Consecuencia de todo lo anterior, y atendiendo a la redacción del 

Acuerdo Marco, que indica que “En todo caso, los órganos de contratación 
considerarán la oferta anormalmente baja siempre que sea inferior a los 
costes salariales dispuestos en los convenios colectivos sectoriales vigentes 
o en los de aplicación si fueran superiores”, se considera que la oferta 
formulada por FISSA FINALIDAD SOCIAL ha sido correctamente justificada, 
al cumplir con el convenio colectivo que resulta de aplicación”. 

 
La mercantil recurrente no discute las conclusiones alcanzadas en el 

citado informe que avala la viabilidad de la oferta presentada por la 
adjudicataria. 

 
Por tanto, tal y como de manera acertada reconoce el informe del 

órgano de contratación, en el presente caso no concurre ninguno de los 
requisitos requeridos por la expresada cláusula 33.6 del PCAP que rige el 
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mencionado Acuerdo Marco, ya que la oferta económica de la adjudicataria 
es clara y es viable. 

 
Este Tribunal, de forma reiterada, entre otras en la Resolución 

63/2021, ha examinado las consecuencias que acarrea la comisión de un 
error en la oferta económica. 

 
De acuerdo con lo establecido en el artículo 84 del RGLCAP, “Si 

alguna proposición no guardase concordancia con la documentación 
examinada y admitida, excediese del presupuesto base de licitación, variara 
sustancialmente el modelo establecido, o comportase error manifiesto en el 
importe de la proposición, o existiese reconocimiento por parte del licitador 
de que adolece de error o inconsistencia que la hagan inviable, será 
desechada por la mesa, en resolución motivada. Por el contrario, el cambio 
u omisión de algunas palabras del modelo, con tal que lo uno o la otra no 
alteren su sentido, no será causa bastante para el rechazo de la 
proposición”.  

 
El error en la oferta económica solo debe determinar su exclusión si 

hace a ésta inviable, cambiando el sentido de la proposición. Por ello debe 
observarse si caben varios sentidos en la proposición dentro de una 
interpretación razonable. Existe una ya sólida doctrina (por todas 
Resoluciones de este Tribunal 19/2012; 70/2014: 2, 47 y 56/2015; 18 y 
50/2016; 60/2017; y 46, 52 y 114/2018) en el sentido de que el principio 
antiformalista que ha de presidir el procedimiento de licitación pública exige 
que el órgano de contratación, antes de decidir la exclusión de un licitador, 
solicite aclaraciones, pero sólo en aquellos casos en que, a la vista de la 
presentada, los defectos que se hayan observado sean exclusivamente de 
carácter formal o meros errores de cuenta, que puedan ser aclarados sin 
necesidad de ampliar ni modificar la oferta inicialmente presentada. 
Igualmente, cuando el defecto consiste específicamente en que la oferta se 
ha formulado en un modelo distinto del señalado en los pliegos, pero que 
permite conocer la voluntad del licitador, no es necesaria la aclaración, 
debiendo admitirse la proposición.  

 
Como se refleja en la Sentencia del Tribunal Supremo de 21 de 

septiembre de 2004, que cita a su vez la Sentencia del Tribunal 
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Constitucional 141/93, de 22 de abril, la doctrina jurisprudencial (Sentencias 
de 5 de junio de 1971; 22 de junio de 1972; 27 de noviembre de 1984; 28 
de septiembre de 1995 y 6 de julio de 2004, entre otras), así como la 
doctrina de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa (informes 
26/97, de 14 de julio; 13/92, de 7 de mayo; y 1/94, de 3 de febrero), se 
inclinan cada vez más por la aplicación de un criterio antiformalista y 
restrictivo en el examen de las causas de exclusión de las proposiciones, 
afirmando que “una interpretación literalista que conduzca a la no admisión 
de las proposiciones por simples defectos formales, fácilmente subsanables, 
es contraria al principio de concurrencia”. La consecución de la mayor 
concurrencia posible en los procedimientos de adjudicación habrá de 
contar, no obstante, con el presupuesto ineludible de que los licitadores 
cumplan los requisitos establecidos como base de la licitación.  

 
Además de los principios de igualdad de trato entre los licitadores y 

del de concurrencia, debe tenerse presente el principio de proporcionalidad, 
sobre el cual la jurisprudencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea, 
Sentencia del Tribunal General (Sala Segunda), de 10 de noviembre de 
2017, asunto T-668/15, con cita de jurisprudencia comunitaria, indica que 
“éste exige que los actos de las instituciones no rebasen los límites de lo 
que resulta apropiado y necesario para el logro de los objetivos 
perseguidos, entendiéndose que, cuando se ofrezca una elección entre 
varias medidas adecuadas, deberá recurrirse a la menos onerosa, y que las 
desventajas ocasionadas no deben ser desproporcionadas habida cuenta de 
los objetivos perseguidos”.  

 
La citada Sentencia alude también a la finalidad que se persigue con 

el principio de concurrencia, y el interés público que comporta, en este 
sentido indica que “los órganos jurisdiccionales de la Unión han declarado 
que uno de los objetivos de las normas de la Unión en materia de contratos 
públicos es la apertura a la competencia más amplia posible y que es del 
interés del Derecho de la Unión garantizar la participación más amplia 
posible de licitadores en un procedimiento de contratación. Es preciso 
añadir, a este respecto, que tal apertura a la competencia más amplia 
posible se contempla no sólo en lo referente al interés de la Unión en 
materia de libre circulación de productos y servicios, sino también en el 
propio interés del poder adjudicador implicado, que dispondrá así de 
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mayores posibilidades de elección en cuanto a la oferta más ventajosa y 
mejor adaptada a las necesidades de la entidad pública de que se trate 
(sentencia de 10 de noviembre de 2015, GSA y SGI/Parlamento, T-321/15, 
no publicada, EU:T:2015:834, apartado 58, véanse igualmente, en este 
sentido, las Sentencias de 23 de diciembre de 2009, CoNISMa, C-305/08, 
EU:C:2009:807, apartado 37 y jurisprudencia citada, y de 18 de junio de 
2015, Martín Meat, C-586/13, EU:C:2015:405)”. 

 
 En este supuesto, resulta probado que el error cometido por la 
adjudicataria permitía a la Mesa de contratación conocer la voluntad de la 
licitadora, no siendo ni siquiera necesaria la solicitud de aclaración, al 
constar expresamente en el modelo presentado los costes de personal 
realmente ofertados. 
 
 Finalmente, la recurrente alega que la adjudicataria “no hace 
referencia en el Anexo nº 5A al apartado d) Servicios complementarios, 
donde se deben indicar el coste de la bolsa de horas y de la DDD 
(Desratizaciones, Desinsectaciones y Desinfecciones)”. 
 
 En primer lugar, por lo que se refiere a la bolsa de horas, la 
adjudicataria presenta un documento complementario (documento 63) en 
el que se compromete a “Una bolsa gratuita de 1.125 horas para todo el 
periodo de vigencia del contrato (375 h/anuales)”. Este extremo es 
reconocido por la recurrente. 
 
 En segundo lugar, en cuanto a la falta de cumplimentación de la 
expresada letra “d” del apartado tercero del tan citado Anexo de la oferta 
económica nº 5 A, en lo relativo a los mencionados servicios DDD, es cierto 
que la adjudicataria no menciona en su oferta los expresados servicios. Sin 
embargo, la memoria técnica aportada por la adjudicataria incluye en la 
página 5 (documento 60) un cuadro relativo a los “Tratamientos 
programados, correctivos, urgentes y de choque”, de donde resulta, 
claramente, la inclusión de los mencionados servicios DDD en su oferta 
económica. Así lo reconoce el informe del órgano de contratación. 
 
 A mayor abundamiento, en los términos relatados previamente, en la 
documentación remitida por la adjudicataria para justificar su oferta, por 
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incurrir presuntamente en anormalidad, incorpora los costes que componen 
el precio ofertado. 
 
 En el citado cuadro la adjudicataria detalla todos y cada uno de los 
costes que integran el total de la oferta económica entre los que figuran los 
servicios DDD que ascienden a 8.730 euros: 
 

“Subcontratos/servicios añadidos o requeridos (contenedores 
higiénicos, DDD, limpieza y desinfección de los aljibes de agua y 
tratamiento anual de legionela)”. 
 
 Tal y como hemos expuesto previamente, el informe de la Secretaría 
General de la Consejería de Economía y Hacienda de 21 de junio de 2022 
(documento 79), tras la documentación aportada por la adjudicataria, 
concluye que la oferta económica es viable. 
 
 La recurrente no discute lo dispuesto en el citado informe ni presenta 
prueba en contrario que desvirtúe el contenido del mismo. Tampoco 
cuestiona la justificación ofrecida por la adjudicataria donde se señala el 
importe concreto correspondiente a los servicios DDD.  
 

Este Tribunal considera acreditado que la adjudicataria incurrió en un 
error ya que, no detalló expresamente los gastos que integraban los 
servicios DDD en el tan citado modelo de oferta económica. Sin embargo, la 
Mesa de contratación en todo momento conoció la prestación de estos 
servicios por la adjudicataria, recogidos en la memoria técnica aportada y, 
tras el requerimiento efectuado, constató el importe de los mismos que, en 
ningún caso, supuso una modificación de la oferta inicialmente presentada. 
 

El total de la oferta económica (971.385,02 euros) justificado por la 
adjudicataria (documento 74) es el mismo que el contenido en su Anexo nº 
5 A. 
 
 Por tanto, como concluye el informe del órgano de contratación “la 
oferta de la adjudicataria no incurrió en un error o desviación respecto de lo 
formalmente exigido que impida conocer claramente sus términos o la 
hagan inviable”. 
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 Finalmente, conviene traer a colación la reciente Resolución 48/2022 
de este Tribunal, relativa a un contrato similar al que nos ocupa (en el que 
la ahora recurrente resultó adjudicataria), que, en relación a un error 
cometido por la adjudicataria en el margen operativo de su oferta 
económica, estableció lo siguiente: 
 

“A pesar de la divergencia muy reducida entre el margen operativo 
contemplado en la oferta de la adjudicataria y el especificado en el 
documento justificativo de su viabilidad, no podemos considerar una 
modificación de la oferta, pues el coste real del personal ofertado es inferior 
al estimado y presupuestado por el órgano de contratación, por lo que es 
preciso adecuar el porcentaje de margen operativo a esta circunstancia a 
fin de que el importe total de la oferta coincida con la cantidad realmente 
ofertada”. 
 
 En conclusión, por los argumentos expuestos, a los que nos 
remitimos a título ilustrativo, no nos encontramos ante un error en el 
modelo de oferta económica que debe motivar la exclusión de la 
adjudicataria. 
 

En su virtud y al amparo de lo establecido en los artículos 57 LCSP y 61 
de la Ley 1/2012, de 28 de febrero, el Tribunal Administrativo de Recursos 
Contractuales de Castilla y León: 
 
 

III  
RESUELVE 

 
PRIMERO.- Desestimar el recurso especial en materia de 

contratación interpuesto por OHL Servicios Ingesan, S.A., contra la 
Resolución de la Secretaría General de la Consejería de Economía y 
Hacienda, por la que se aprueba el expediente, el gasto y se adjudica el 
contrato para el “servicio de limpieza de edificios dependientes de la 
Delegación Territorial de la Junta de Castilla y León en la provincia de 
Zamora”, expediente nº D2022/006456. 
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SEGUNDO.- Notificar esta Resolución a todos los interesados en el 
procedimiento. 
 

De conformidad con los artículos 59 de la LCSP y 44.1 de la Ley 
29/1998, de 13 de julio, de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa 
(LJCA), contra esta Resolución, ejecutiva en sus propios términos, solo cabe 
la interposición de recurso contencioso-administrativo en el plazo de dos 
meses, a contar desde el día siguiente a su notificación, ante la Sala de lo 
Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y 
León (artículo 10.1.k LJCA). 

 


